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DOS CONTRATOS / CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO / HORARIO DE TRABAJO / PRESCRIPCIÓN AUXILIO DE CESANTÍAS / SANCIONES MORATORIAS / SOLIDARIDAD  - No se encuentra en discusión, pues así lo aceptaron José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López, que el demandante prestó sus servicios como “auxiliar de entrega” en los vehículos de propiedad de ellos, en virtud al contrato comercial de distribución convenido entre ellos y la sociedad accionada, relación contractual que se llevó a cabo con la señora Reyes López entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013 y con el señor Cruz Olarte entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016; por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 24 del C.S.T., se presume que esas relaciones contractuales estuvieron regidas bajo los presupuestos de dos contratos de trabajo.

Para exonerarse de las obligaciones que contrae la existencia de los mencionados contratos de trabajo, le correspondía entonces a los demandados demostrar que esa relación contractual carecía por lo menos de uno de los otros dos elementos constitutivos del contrato de trabajo, es decir, que entre ellos no existía continuada dependencia y subordinación o que la actividad realizada no se cumplía por obtener una remuneración.
(…)

Así las cosas, de acuerdo con la forma como se conocen por parte de esta Corporación los dichos de los testigos, no se evidencia que haya una marcada intención de los señores Educardo Rendón Sánchez y Jorge Eduardo Arango Mejía en favorecer con sus testimonios los intereses del demandante, la verdad es que si en gracia de discusión se llegara a esa conclusión y no se les diera el valor probatorio pretendido por la parte actora, tampoco habría lugar a absolver a los demandados José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López del reconocimiento de los contratos de trabajo, debido a que ellos no cumplieron con la carga probatoria que les correspondía consistente en desvirtuar la presunción prevista en el artículo 24 del C.S.T., pues los señores Leonardo Antonio Valencia Benítez y José Orlando Urrea Galvis quienes fueron llamados a rendir testimonio por petición suya, no se hicieron presentes el día de la práctica de la prueba y adicionalmente porque la prueba documental traída por ellos consistente en los contratos de distribución tampoco desvirtúan la misma, pues en ellos quienes se obligan frente a la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A., son los accionados Cruz Olarte y Reyes López, sin que el demandante aparezca firmando ese documento en calidad de socio de éstos, tal y como insistentemente lo han afirmado a lo largo del proceso.
(…)

Sin embargo, a pesar de ello, en lo que si hay claridad es que de lunes a sábado durante toda la relación laboral, el accionante por lo menos trabajó durante dos horas nocturnas, esto es, entre las 4:00 am y las 6:00 am, motivo por el que hay lugar a reconocer a su favor el recargo del 35% durante esas dos horas nocturnas diarias, y en consecuencia, reliquidar las prestaciones sociales y vacaciones como lo solicitó la parte actora en el recurso de apelación.
(…)

En consecuencia, no le asiste razón a la parte actora cuando afirma que el auxilio de cesantía es un derecho imprescriptible, por lo que correcta resultó la decisión de la a quo cuando declaró prescritos todos los derechos generados en el contrato de trabajo que vinculó al demandante con la señora Sandra Lorena Reyes López entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013, al haberse interpuesto la presente acción el 6 de abril de 2016 –fl.29-, excepto lo concerniente a los aportes al sistema general de pensiones que como bien es sabido tienen el carácter de imprescriptibles, y respecto de los cuales habrá de pronunciarse la Sala más adelante en consideración a que han sido objeto de controversia por los empleadores demandados.
(…)
Bajo tales parámetros, al no haber quedado demostrado que el empleador José Orlando Cruz Olarte tuvo razones atendibles para no cancelar lo que legalmente le correspondía al señor Wilber Alfonso Hernández Canisales en virtud al contrato de trabajo que sostuvieron entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016, no había lugar a exonerarlo del pago de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T, habiéndose causado la primera entre el 15 de febrero de 2015 y el 24 de febrero de 2016, ante la falta de consignación de las cesantías de los años 2014 y 2015, y corriendo la segunda a partir del 25 de febrero de 2016 hasta que se verifique el pago total de la obligación, al devengar mensualmente el salario mínimo.

Respecto a la solidaridad a que fue condenada la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A., al encontrar acreditado la a quo que esa entidad era beneficiaria de las actividades desplegadas por el actor, se tiene que según el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá –fls.18 a 22- su objeto social radica en “La producción y comercialización de alimentos de consumo humano y sus elementos complementarios, tales como empaques y similares, y la producción y comercialización de concentrados e insumos para la ganadería.”. Nótese que el objeto principal de la sociedad demandada no solamente se circunscribe en producir alimentos de consumo humano, sino que es vital para desarrollar dicho fin, su comercialización, objeto éste que necesariamente implica la distribución del producto, es decir, la comercialización no solamente implica las estrategias de venta de los productos, sino también su adecuada distribución, lo que permite concluir que esta última tarea es fundamental para que pueda desarrollarse adecuadamente el objeto social trazado por Productos Naturales de la Sabana S.A., situación que se hace más evidente si en cuenta se tiene que el actor estaba obligado a utilizar uniformes con logos de la sociedad, a portar el carné de la empresa y asistir a las capacitaciones de manejo de alimentos.
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SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, cuatro de abril de dos mil dieciocho, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 24 de agosto de 2017, dentro del proceso que promueve el señor WILBER ALFONSO HERNÁNDEZ CANISALES en contra de JOSÉ ORLANDO CRUZ OLARTE, SANDRA LORENA REYES LÓPEZ y PRODUCTOS NATURALES DE LA SABANA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00300-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales que la justicia laboral declare que entre él y José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de diciembre de 2012 y el 24 de febrero de 2016, en donde Productos Naturales de la Sabana S.A. –Alquería- es solidariamente responsable.

Con base en ello aspira que se condene a los demandados a reconocer y pagar las prestaciones sociales y vacaciones, la indemnización por despido indirecto, los aportes al sistema general de pensiones, el tiempo suplementario, las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., la sanción por no pago de los intereses a las cesantías y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios a favor de José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López entre el 1º de diciembre de 2012 y el 24 de febrero de 2016, como distribuidor-ayudante de los conductores de los vehículos WHL 287 y SJT 534 de propiedad de ellos; la labor que ejecutó fue la de distribuir los productos lácteos producidos por la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A. –Alquería- en los municipio de Dosquebradas y Pereira; esa actividad le fue encargada a José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López en virtud al contrato que suscribieron con la mencionada sociedad; el servicio lo prestó de lunes a sábado en un horario que iba desde las 3:00 am a 2:00 pm; hasta el 31 de diciembre de 2014 le cancelaron como salario mensual la suma de $600.000, para el año 2015 la suma de $644.500 y en el año 2016 la suma de $689.455; no lo afiliaron al sistema integral de seguridad social.
Al contestar la demanda –fls.46 a 61- la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A. manifestó que entre sus contratistas José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López y el demandante existió un contrato de prestación de servicios e igualmente explicó que la distribución de los productos no hace parte del giro ordinario de sus negocios. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Obligación del contratista independiente de realizar sus aportes”, “Inexistencia de relación laboral” e “Inexistencia de solidaridad de Productos Naturales de la Sabana S.A.”.
Por su parte José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López al dar respuesta al libelo introductorio –fls.83 a 110- manifestaron que el vínculo existente entre ellos y el señor Hernández Canisales no fue laboral, sino que se denominó como “asociación para la explotación económica de un contrato comercial”, esto es, el suscrito entre ellos y la sociedad accionada; dicen que esa asociación se dio en dos momentos, primero entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013 y después entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016. Niegan los demás hechos. Se opusieron a las pretensiones y plantearon las excepciones de fondo “Ausencia de causa legal para demandar. Inexistencia de elementos esenciales del contrato de trabajo. Inexistencia de servicio personal. Inexistencia de subordinación. Inexistencia de salario”, “Buena fe” y “Prescripción”.
En sentencia de 24 de agosto de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales y Sandra Lorena Reyes López existió un contrato de trabajo entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013, sin embargo, indicó que todos los derechos causados se encuentran prescritos, menos el concerniente al pago de los aportes al sistema general de pensiones, concepto por el que la condenó.
Declaró también que entre el accionante y el señor José Orlando Cruz Olarte existió un contrato de trabajo que se extendió entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016, motivo por el que lo condenó a reconocer y pagar la suma de $3.084.744 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, $7.586.182 por concepto de sanción moratoria por no consignación de las cesantías, $22.982 diarios a partir del 25 de febrero de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. y los aportes al sistema general de pensiones.

Posteriormente indicó que Productos Naturales de la Sabana S.A. es solidariamente responsable de las condenas impuestas a los demandados, al considerar que la tarea de distribución de los productos lácteos elaborados por la empresa es una actividad propia del giro de sus negocios.
Finalmente negó las pretensiones encaminadas a que se cancelara el tiempo suplementario porque no quedaron establecidos con certeza los horarios en los que se cumplía la actividad de distribución de los productos lácteos e igualmente no accedió a la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T. al no quedar demostrado el despido.

Inconformes con la decisión, los apoderados judiciales de las partes interpusieron recurso de apelación, de la siguiente forma:

La parte actora manifestó que en el proceso quedó demostrado que el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales en algunas oportunidades empezaba su jornada laboral a las 2:30 am y en otras ocasiones a las 3:00 am, y que las finalizaba a la 1:00 pm o a las 2:00 pm, por lo que al quedar acreditado el horario de trabajo en la forma establecida de lunes a sábado, tiene derecho a que se le reconozca el trabajo suplementario y en consecuencia a que se las paguen y se reliquiden las prestaciones sociales.

También considera que las cesantías correspondientes a la relación laboral sostenida con la señora Sandra Lorena Reyes López deben de ser pagadas, pues como lo ha expresado el Consejo de Estado, esa prestación económica es imprescriptible.

El apoderado judicial de Sandra Lorena Reyes López y de José Orlando Cruz Olarte dijo no estar de acuerdo con la valoración probatoria efectuada por el Juzgado de Conocimiento, pues de hacerse un estudio adecuado de las mismas, se llega a la conclusión que entre ellos y el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales no existieron dos relaciones laborales, sino dos relaciones de índole comercial, ya que en el curso del proceso demostraron con suficiencia que el actor desempeñó las actividades de distribución de productos lácteos de la sociedad demandada dentro de una asociación comercial en la que no había imposición de horarios, ni mucho menos de órdenes que implicaran algún tipo de subordinación, pues lo que realmente se presentaba era una coordinación de actividades. Tampoco se le cancelaba salario, pues realmente los dineros que percibía lo eran por concepto de utilidades dentro de la asociación que ellos tenían.
Indicó también que si no hubo descuentos a la seguridad social, no hay lugar a cancelar la totalidad del aporte.

Finalmente sostiene que no es posible fulminar condena por concepto de sanciones moratorias, por cuanto en el proceso no quedó probada la mala fe que se les endilga.

Por su parte Productos Naturales de la Sabana S.A. expresó que la sentencia de primera instancia se edificó en los testimonios de Educardo Rendón y Jorge Eduardo Arango Mejía, quienes tienen serios intereses en el proceso por cuanto ambos tienen demandas en contra de los accionados, situación que unida a las inconsistencias que se presentan en sus relatos, permiten concluir que a esas declaraciones no se les puede dar el valor probatorio otorgado por la a quo. Contrario a ello, la falladora de primera instancia no le dio el valor que correspondía al testimonio de Duberney Rodríguez Cossio, quien explica con suficiencia el rol que realizaba Wilber Alfonso Hernández Canisales en la distribución de los productos, actividad que dicho sea de paso no es de aquellas que hacen parte del giro principal de sus negocios, concluyéndose que las tareas efectuadas por él no se encuentran enmarcadas dentro de una relación de índole laboral, debido a que no existía el elemento subordinación, sin que el hecho de que debiera recoger el producto a determinada hora y seguir una ruta asignada implique la configuración de ese elemento esencial del contrato de trabajo.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
El apoderado de los señores Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López propone incidente de nulidad basado en las causales 5 y 6 del artículo 133 del Código General del proceso al considerar que en la audiencia de reconstrucción de los testimonios se violó la correcta práctica de las pruebas y que finalizada ésta no se surtió el debido traslado para alegar.

De la nulidad propuesta se corre traslado a la parte actora -quien se manifiesta oponiéndose a la declaración de la nulidad- y a la codemandada “Productos Naturales de la Sabana S.A. La Alquería” quien coadyuva la petición de nulidad.

Para resolver se considera:

Respecto a la reconstrucción de los expedientes debe resaltarse que como su nombre lo indica, con ella se trata de realizar la recopilación de lo que previamente se había realizado, mas no volverlo a realizar como si fuera una primera oportunidad, por ello, la forma en que la juez reconstruyó los testimonios no implica una inducción de las respuestas del testigo, como lo sugiere el abogado que propone la nulidad. 

Ahora bien, prevén los numerales 3 y 5 del artículo 126 del Código General del Proceso respectivamente que:
“3. Si solo concurriere a la audiencia una de las partes o su apoderado, se declarará reconstruido el expediente con base en la exposición jurada y las demás pruebas que se aduzcan en ella.

(…)

5.Reconstruido totalmente el expediente, o de manera parcial que no impida la continuación del proceso, éste se adelantará, incluso, con prescindencia de los perdido o destruido”

Así las cosas, ninguna queja amerita por estos aspectos la reconstrucción realizada y la forma en que quedó plasmada.

Entrando en lo concerniente con las causales de nulidad alegadas, esto es, las 5 y 6 del artículo 133 del C.G.P. se tiene lo siguiente:
Prevé el numeral 5º que el proceso es nulo en todo o en parte “Cuando se omitan las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria”.

Como fácilmente se observa en el presente caso no se está en presencia de la omisión de oportunidad para solicitar, decretar o practicar pruebas, pues por el contrario, se trató simplemente de la reconstrucción de una prueba previamente solicitada, decretada y practicada, sin que el hecho de que quien propone la nulidad no haya asistido, abra en su favor la posibilidad de pedir una nueva oportunidad para asistir a la audiencia.

Por su parte, el numeral 6º dispone que hay nulidad “Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o descorrer su traslado”.

Sobre el tema es del caso resaltar que la reconstrucción ordenada solo fue parcial, pues los alegatos, presentados previamente en la audiencia de 23 de agosto de 2017 en las horas de la tarde, no tuvieron que ser reconstruidos y por ello no había que otorgar una nueva oportunidad para el efecto, siendo del caso hacer notar al incidentista que, como ya se dijo, la reconstrucción no es hacer una nueva actuación, sino concretar lo ya realizado para que quede prueba de ello en el expediente.
Por las razones anteriores se niega la nulidad solicitada con la consiguiente condena en costas de conformidad con lo previsto en el inciso 2 del numeral 1º del artículo 365 del Código General del Proceso.

RESUELVE

1- No declarar la nulidad impetrada por los señores Sandra Lorena Reyes López y José Orlando Cruz Olarte.

2- Condenar en costas al incidentista.

Continuando con la audiencia se tiene que, en consideración a lo expuesto, la Sala de decisión laboral No. 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:
¿Quedó demostrado en el proceso que entre el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales y José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López existieron dos contratos de trabajo entre las fechas señaladas por la a quo?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 

EL CASO CONCRETO
Sostienen los demandados en su defensa, que la relación contractual que se presentó entre el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales y José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López no fue de índole laboral, pues en realidad entre ellos lo que hubo fue una asociación para la explotación de un contrato comercial, esto es, el suscrito entre la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A. –La Alquería- con José Orlando y Sandra Lorena, los cuales se ven a folios 111 a 129- y que tenían por objeto “… recoger y entregar los productos que ALQUERÍA le ha dado, para su posterior colocación en el mercado, por cuenta y riesgo propio.”.
No se encuentra en discusión, pues así lo aceptaron José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López, que el demandante prestó sus servicios como “auxiliar de entrega” en los vehículos de propiedad de ellos, en virtud al contrato comercial de distribución convenido entre ellos y la sociedad accionada, relación contractual que se llevó a cabo con la señora Reyes López entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013 y con el señor Cruz Olarte entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016; por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 24 del C.S.T., se presume que esas relaciones contractuales estuvieron regidas bajo los presupuestos de dos contratos de trabajo.
Para exonerarse de las obligaciones que contrae la existencia de los mencionados contratos de trabajo, le correspondía entonces a los demandados demostrar que esa relación contractual carecía por lo menos de uno de los otros dos elementos constitutivos del contrato de trabajo, es decir, que entre ellos no existía continuada dependencia y subordinación o que la actividad realizada no se cumplía por obtener una remuneración.

Con ese fin, los demandados José Orlando Cruz Olarte y Sandra Milena Reyes López solicitaron que se decretara la prueba testimonial de Leonardo Antonio Valencia Benítez y José Orlando Urrea Galvis, no obstante, al momento de efectuarse su práctica en la audiencia de trámite y juzgamiento llevada a cabo durante los días 23 y 24 de agosto de 2017, ellos no se hicieron presentes.

Ahora, con el objeto de dar luces sobre el asunto, la parte actora solicitó que fueran escuchadas las declaraciones de Educardo Rendón Sánchez y Jorge Eduardo Arango Mejía, mientras que la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A. pidió que fuera oído el testimonio del señor Duberney Rodríguez Cossio.

En este punto es del caso resaltar, que el equipo de audio del Juzgado de Conocimiento presentó fallas en la audiencia de trámite en la que se recepcionaron los testimonios, situación que no permitió que los mismos quedaran consignados en el correspondiente archivo de sonido, tal y como certificó la secretaría de ese despacho judicial el 25 de agosto de 2017 –fl.151- en el que indica que de acuerdo con la revisión hecha por los técnicos en sonido que sirven de apoyo en los juzgados, se encontró que el archivo se encontraba fragmentado en más de 4000 partes, lo que hace imposible su reparación y en consecuencia se recomendó la reconstrucción de la audiencia.

En efecto, por medio de auto de 7 de septiembre de 2017 –fl.152- el juzgado fijó como fecha para reconstrucción de la audiencia de trámite el 21 de septiembre siguiente a las 8:00 am.

Llegado el día y hora dispuestos por el Juzgado, se hicieron presente las partes y sus apoderados judiciales, así como las personas relacionadas anteriormente que rindieron sus testimonios en la audiencia llevada a cabo el 23 de agosto de 2017; la reconstrucción de las declaraciones, incluidos los interrogatorios de parte, se hicieron haciendo una lectura de los apuntes consignados por la falladora de primera instancia, mismos que fueron escuchados por los comparecientes quienes dieron su aceptación de que lo indicado por la a quo fue lo dicho por cada de ellos a la hora de rendir su declaración, incluida la funcionaria del Ministerio Público quien asintió en ello, siendo del caso expresar que el apoderado judicial de la parte actora en ese momento, dijo no constarle nada de lo que ellos dijeron en aquella oportunidad, pues a esa audiencia asistió otra profesional del derecho a la cual se le había otorgado poder para tales efectos. 
Bajo esa dinámica se tiene entonces que de acuerdo con lo expresado por la funcionaria de primera instancia, esto fue lo informado por los testigos:
El señor Duberney Rodríguez Cossio, escuchado por petición de Productos Naturales de la Sabana S.A., manifestó que como trabajador de esa sociedad, pudo constatar que el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales se desempeñaba como auxiliar de entrega de los productos lácteos elaborados por La Alquería, que esas funciones las desempeñaba de lunes a sábado desde las 4:00 am cuando recibía junto con el conductor la mercancía y las facturas de los supermercados donde tenían que colocar los productos, y que esas actividades las culminaban alrededor de las 10:00 am u 11:00 am; inicialmente indica que la forma en la que se diseñó la distribución de la mercancía había sido realizada por el propio Wilber Alfonso, sin embargo, posteriormente sostiene que la logística de la distribución siempre estuvo a cargo de La Alquería; negó darle órdenes al demandante, sosteniendo que a pesar de que conoció que Wilber Alfonso prestaba sus servicios con los contratistas José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López, la verdad es que desconoce los términos en los que habían convenido ellos su relación contractual; finalmente informó que para poder realizar la distribución de los productos, el demandante tuvo que recibir capacitaciones sobre el manejo de los alimentos y adicionalmente debía portar los uniformes y carné de la sociedad accionada.
Por su parte los señores Educardo Rendón Sánchez y Jorge Eduardo Arango Mejía, testigos que fueron tachados de sospechosos por parte del apoderado judicial de la parte demandada en consideración a que tienen en curso demandas en contra de los accionados, básicamente corroboraron la información suministrada por el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales, en el sentido de manifestar que como compañeros de actividades, pueden dar fe que el actor prestaba sus servicios a favor de los demandados como auxiliar de entrega, correspondiéndoles realizar la labor de distribución de los productos lácteos elaborados por la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A., que esa labor la desempeñaba de lunes a sábado con un horario que iniciaba en algunas oportunidades a las 2:30 am y en otras a las 3:00 am cuando llegaban a recoger la mercancía, recibir la ruta a seguir y las facturas de los supermercados a donde tenían que llevar los productos; que a las 6:30 am aproximadamente iniciaban el recorrido y que esas actividades finalizaban algunas veces a las 12:00 m y en otras ocasiones a la 1:00 pm; que en ningún momento fueron socios de José Orlando y Sandra Lorena.
Así las cosas, de acuerdo con la forma como se conocen por parte de esta Corporación los dichos de los testigos, no se evidencia que haya una marcada intención de los señores Educardo Rendón Sánchez y Jorge Eduardo Arango Mejía en favorecer con sus testimonios los intereses del demandante, la verdad es que si en gracia de discusión se llegara a esa conclusión y no se les diera el valor probatorio pretendido por la parte actora, tampoco habría lugar a absolver a los demandados José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López del reconocimiento de los contratos de trabajo, debido a que ellos no cumplieron con la carga probatoria que les correspondía consistente en desvirtuar la presunción prevista en el artículo 24 del C.S.T., pues los señores Leonardo Antonio Valencia Benítez y José Orlando Urrea Galvis quienes fueron llamados a rendir testimonio por petición suya, no se hicieron presentes el día de la práctica de la prueba y adicionalmente porque la prueba documental traída por ellos consistente en los contratos de distribución tampoco desvirtúan la misma, pues en ellos quienes se obligan frente a la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A., son los accionados Cruz Olarte y Reyes López, sin que el demandante aparezca firmando ese documento en calidad de socio de éstos, tal y como insistentemente lo han afirmado a lo largo del proceso.
Es que de acuerdo con la reconstrucción de los interrogatorios de parte de los demandados, lo que se percibe realmente es que el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales fue su trabajador, pues al momento en el que se les preguntó sobre cuáles eran las supuestas participaciones que tenía él como socio en la explotación del contrato de distribución suscrito con La Alquería, ellos no supieron que responder, debiendo ser requeridos para hacerlo, dando posteriormente respuestas como que, habían pactado ser socios, pero que no se sabía cuál era la participación porcentual de Wilber Alfonso, pero que en todo caso al finalizar las cuentas siempre se le cancelaban $350.000; situaciones éstas que muestran que entre el demandante y ellos no existía esa relación contractual que alegan.
Bajo tales circunstancias, adecuada resultó la decisión del Juzgado Quinto Laboral del Circuito consistente en declarar la existencia de los dos contratos de trabajo entre las fechas señaladas en ese proveído. 
En cuanto al tiempo de trabajo suplementario, como se vio anteriormente no hay claridad respecto al horario en el que se empezaban a realizar las actividades concernientes para cumplir con la distribución de los productos lácteos de La Alquería, dado que los testigos no fueron concretos en ese aspecto, pues indicaron que podían empezar a las 2:30 am, a las 3:00 am o en otras oportunidades a las 4:00 am y finalizaban a las 10:00 am, 11:00 am, 12:00 m o 1:00 pm.

Sin embargo, a pesar de ello, en lo que si hay claridad es que de lunes a sábado durante toda la relación laboral, el accionante por lo menos trabajó durante dos horas nocturnas, esto es, entre las 4:00 am y las 6:00 am, motivo por el que hay lugar a reconocer a su favor el recargo del 35% durante esas dos horas nocturnas diarias, y en consecuencia, reliquidar las prestaciones sociales y vacaciones como lo solicitó la parte actora en el recurso de apelación. 

Antes de proceder con lo dicho, es necesario primero resolver si como lo expresa el apoderado judicial del señor Wilber Alfonso Hernández Canisales, el auxilio de las cesantías es un derecho imprescriptible. 

Frente a ese tópico baste señalar que ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que el derecho al auxilio de cesantía no es imprescriptible, sino que la contabilización del término de tres años previsto en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.T. y de la S.S. empieza a correr a partir de la expiración de la relación laboral, entendimiento que recordó en la sentencia SL 6621 de 3 de mayo de 2017 radicación Nº 49.346 en la que manifestó: “Tiene dicho la Sala que la prescripción de las cesantías debe contabilizarse a partir de la fecha de terminación del contrato, momento en que el trabajador puede disponer libremente de su importe y, en consecuencia, es cuando efectivamente se hace exigible.”.
En consecuencia, no le asiste razón a la parte actora cuando afirma que el auxilio de cesantía es un derecho imprescriptible, por lo que correcta resultó la decisión de la a quo cuando declaró prescritos todos los derechos generados en el contrato de trabajo que vinculó al demandante con la señora Sandra Lorena Reyes López entre el 16 de diciembre de 2012 y el 1º de abril de 2013, al haberse interpuesto la presente acción el 6 de abril de 2016 –fl.29-, excepto lo concerniente a los aportes al sistema general de pensiones que como bien es sabido tienen el carácter de imprescriptibles, y respecto de los cuales habrá de pronunciarse la Sala más adelante en consideración a que han sido objeto de controversia por los empleadores demandados.
Aclarado lo anterior, tiene derecho entonces el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales a que se le reconozca por concepto de recargo nocturno dentro de la relación laboral sostenida con el señor José Orlando Cruz Olarte entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016, la suma de $943.149, como se aprecia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que integrará el acta que se levante con ocasión de esta audiencia, teniéndose en cuenta que el salario base para liquidar esa obligación es el mínimo legal mensual vigente, como lo determinó la a quo, sin que esa decisión haya sido objeto de discusión por las partes al interponer los recursos de apelación.
Como se ve también en la mencionada tabla, al reliquidar las prestaciones sociales y vacaciones causadas en ese contrato de trabajo, tiene derecho el señor Wilber Alfonso Hernández Canisales a que se le reconozca la suma global de $3.356.694.

En cuanto al pago de los aportes al sistema general de pensiones, es de recordar que como empleadores del señor Wilber Alfonso Hernández Canizales, les correspondía a la señora Sandra Lorena Reyes López y al señor José Orlando Cruz Olarte afiliar a su trabajador para cubrir los riesgos IVM y posteriormente descontarle del salario el porcentaje correspondiente, sin embargo, como omitieron cumplir con esa obligación, es su deber asumir el pago del 100% del cálculo actuarial que efectúe la administradora pensional a la que se afilie el accionante, tal y como lo concluyó el juzgado de conocimiento. 

Ahora, sostiene el apoderado judicial de los demandados José Orlando Cruz Olarte y Sandra Lorena Reyes López que no es posible condenárseles a pagar las sanciones moratorias, por cuanto en el proceso no quedó demostrado que su comportamiento haya sido de mala fe. En ese sentido, la Sala de Casación Laboral en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”

Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues obsérvese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
Bajo tales parámetros, al no haber quedado demostrado que el empleador José Orlando Cruz Olarte tuvo razones atendibles para no cancelar lo que legalmente le correspondía al señor Wilber Alfonso Hernández Canisales en virtud al contrato de trabajo que sostuvieron entre el 11 de junio de 2014 y el 24 de febrero de 2016, no había lugar a exonerarlo del pago de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T, habiéndose causado la primera entre el 15 de febrero de 2015 y el 24 de febrero de 2016, ante la falta de consignación de las cesantías de los años 2014 y 2015, y corriendo la segunda a partir del 25 de febrero de 2016 hasta que se verifique el pago total de la obligación, al devengar mensualmente el salario mínimo.

Respecto a la solidaridad a que fue condenada la sociedad Productos Naturales de la Sabana S.A., al encontrar acreditado la a quo que esa entidad era beneficiaria de las actividades desplegadas por el actor, se tiene que según el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá –fls.18 a 22- su objeto social radica en “La producción y comercialización de alimentos de consumo humano y sus elementos complementarios, tales como empaques y similares, y la producción y comercialización de concentrados e insumos para la ganadería.”. Nótese que el objeto principal de la sociedad demandada no solamente se circunscribe en producir alimentos de consumo humano, sino que es vital para desarrollar dicho fin, su comercialización, objeto éste que necesariamente implica la distribución del producto, es decir, la comercialización no solamente implica las estrategias de venta de los productos, sino también su adecuada distribución, lo que permite concluir que esta última tarea es fundamental para que pueda desarrollarse adecuadamente el objeto social trazado por Productos Naturales de la Sabana S.A., situación que se hace más evidente si en cuenta se tiene que el actor estaba obligado a utilizar uniformes con logos de la sociedad, a portar el carné de la empresa y asistir a las capacitaciones de manejo de alimentos.

Así las cosas, no es cierto como lo afirma el apoderado judicial de esa empresa, que la distribución de los alimentos fuera una tarea que no era propia del giro de sus negocios, razón por la que había lugar a declararla solidariamente responsable frente a las condenas impuestas a su contratista José Orlando Cruz Olarte, como acertadamente lo realizó el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.

En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinar tercero de la sentencia recurrida.

Costas en esta instancia a cargo de los demandados recurrentes en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida el 24 de agosto de 2017, el cual quedará así:

“TERCERO. A. CONDENAR al señor JOSÉ ORLANDO CRUZ OLARTE a reconocer y pagar a favor del señor WILBER ALFONSO HERNÁNDEZ CANISALES por concepto de trabajo en horario nocturno, la suma de $943.149.

B. CONDENAR al señor JOSÉ ORLANDO CRUZ OLARTE a reconocer y pagar a favor del señor WILBER ALFONSO HERNÁNDEZ CANISALES por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, la suma de $3.356.694.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a los demandados recurrentes en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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